
PODER EJECUTIVO
SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES

DECRETO Promulgatorio del Acuerdo entre los Estados Unidos Mexicanos y la
República Oriental del Uruguay para la Promoción y la Protección Recíprocas de
las Inversiones, firmado en la ciudad de Montevideo, Uruguay,
el treinta de junio de mil novecientos noventa y nueve.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia
de la República.

VICENTE FOX QUESADA, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, a sus
habitantes, sabed:

El treinta de junio de mil novecientos noventa y nueve, en la ciudad de Montevideo, Uruguay, el
Plenipotenciario de los Estados Unidos Mexicanos, debidamente autorizado para tal efecto,
firmó ad referéndum el Acuerdo para la Promoción y la Protección Recíprocas de las Inversiones con la
República Oriental del Uruguay, cuyo texto en español consta en la copia certificada adjunta.

El Acuerdo mencionado fue aprobado por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión,
el once de diciembre de mil novecientos noventa y nueve, según Decreto publicado en el Diario Oficial de la
Federación del primero de marzo de dos mil.

Las notificaciones a que se refiere el artículo 15 del Acuerdo, se efectuaron en la ciudad de Roma el ocho
de marzo y el treinta de mayo de dos mil dos.

Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la fracción I del artículo 89
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el dieciocho de julio de dos mil dos.-
Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario del Despacho de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda
Gutman.- Rúbrica.

JUAN MANUEL GOMEZ ROBLEDO, CONSULTOR JURIDICO DE LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES,

CERTIFICA:

Que en los archivos de esta Secretaría obra el original correspondiente a México del Acuerdo entre los
Estados Unidos Mexicanos y la República Oriental del Uruguay para la Promoción y la Protección Recíprocas
de las Inversiones, firmado en la ciudad de Montevideo, Uruguay, el treinta de junio de mil novecientos
noventa y nueve, cuyo texto en español es el siguiente:
ACUERDO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA REPUBLlCA ORIENTAL DEL URUGUAY

PARA LA PROMOCION Y LA PROTECCION RECIPROCAS DE LAS INVERSIONES

Los Estados Unidos Mexicanos y la República Oriental del Uruguay, en adelante denominados
"Las Partes Contratantes";

Procurando intensificar la cooperación económica en beneficio de ambos países y, en particular, crear
condiciones favorables para las inversiones por parte de inversores de una Parte Contratante en el territorio
de la otra Parte Contratante;

Reconociendo que la promoción y protección recíprocas de dichas inversiones favorecen la expansión de
las relaciones económicas entre ambos países y estimulan las iniciativas de inversión;

Han acordado lo siguiente:
Artículo 1

Definiciones
Para los fines del presente Acuerdo:
1. El término "inversión" designa todo tipo de activo invertido en actividades económicas por un inversor de

una de las Partes Contratantes en el territorio de la otra Parte Contratante, de acuerdo con las leyes y
reglamentos de esta última, e incluye, en particular, aunque no exclusivamente:

a) la propiedad de bienes muebles e inmuebles, así como otros derechos reales tales como hipotecas,
gravámenes, prendas y otros derechos similares;

b) acciones, cuotas sociales o cualquier otra forma de participación en sociedades;



c) títulos de crédito sobre dinero, obligaciones de sociedades o cualquier prestación que tenga valor
económico asociada con una inversión;

d) derechos de propiedad intelectual e industrial, incluyendo derechos de autor, patentes, marcas,
nombres comerciales, diseños industriales, secretos comerciales, conocimientos tecnológicos, "know
how", valor llave (prestigio y clientela), que se encuentren asociados con una inversión;

e) derechos derivados de concesiones económicas conferidas conforme a la ley o bajo contrato.
Un cambio en la forma en la cual se inviertan los activos no afectará su carácter de inversión, en tanto que

dicho cambio esté comprendido en la definición anterior.

Las transacciones comerciales diseñadas exclusivamente para la venta de bienes o servicios y créditos
para financiar las transacciones comerciales con una duración menor a tres años, así como los
créditos concedidos al Estado o a una empresa del Estado, no son considerados una inversión;

2. El término "rentas" significa los montos producidos por una inversión y, en particular, pero no
exclusivamente, incluye utilidades, intereses, ganancias de capital, dividendos, regalías u honorarios;

3. El término "inversor" designa cualquier persona física o jurídica que invierta en el territorio de la otra
Parte Contratante, entendiendo por:

a) "persona física", cualquier persona natural que tenga la nacionalidad de una de las Partes
Contratantes de conformidad con sus leyes;

b) "persona jurídica", cualquier entidad constituida de conformidad y reconocida como tal por las leyes y
reglamentos de una Parte Contratante y que tenga su sede en el territorio de dicha
Parte Contratante.

Sin embargo, este Acuerdo no se aplicará a inversiones realizadas por personas físicas que sean
nacionales de ambas Partes Contratantes.

4. El término "territorio" designa:

El territorio de cada Parte Contratante, incluyendo el mar territorial así como la zona económica exclusiva,
la plataforma continental y el subsuelo, respecto de los cuales cada Parte Contratante ejerce derechos de
soberanía o jurisdicción, de conformidad con el derecho internacional.

Artículo 2
Promoción y Admisión de las Inversiones

1. Cada una de las Partes Contratantes promoverá condiciones favorables para los inversores de la otra
Parte Contratante a fin de invertir en su territorio y admitirá las inversiones de aquéllos de acuerdo con
su legislación.

2. Las Partes Contratantes de acuerdo con sus disposiciones legales, tramitarán con benevolencia las
solicitudes de inmigración, residencia y permisos de trabajo del personal clave de una Parte Contratante que,
en relación con una inversión, quiera entrar en el territorio de la otra Parte Contratante.

Artículo 3
Tratamiento de las inversiones

1. Cada una de las Partes Contratantes otorgará a las inversiones realizadas y rentas recibidas por
inversores de la otra Parte Contratante en su territorio, un tratamiento justo y equitativo y no menos favorable
que el otorgado a las inversiones realizadas y rentas recibidas por sus propios inversores o a las inversiones
realizadas y rentas recibidas por inversores de un tercer Estado, así como plena protección y seguridad.

2. Cada una de las Partes Contratantes otorgará un tratamiento justo y equitativo, así como plena
protección y seguridad a los inversores de la otra Parte Contratante en relación a la administración,
mantenimiento, uso, disfrute o disposición de las inversiones en su territorio, y no menos favorable que el que
otorga a sus propios inversores o a inversores de un tercer Estado.

3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 de este Artículo no se interpretarán como la obligación de una
de las Partes Contratantes a extender a los inversores de la otra Parte Contratante el beneficio de un
tratamiento, preferencia o privilegio resultante de:



a) cualquier unión aduanera o zona de libre comercio o unión monetaria o acuerdo internacional similar
tendiente a ese tipo de unión o institución u otras formas de cooperación regional, de las cuales las
Partes Contratantes formen o pudieren formar parte;

b) cualquier acuerdo internacional en materia impositiva o para evitar la doble tributación.

Artículo 4
Indemnización

Cuando las inversiones realizadas por inversores de una Parte Contratante sufran pérdidas por causa de
guerra, conflicto armado, estado de emergencia nacional, revolución, insurrección, revuelta u otro evento
similar en el territorio de la otra Parte Contratante, recibirán de esta última Parte Contratante un tratamiento,
relativo a restitución, indemnización, compensación u otro arreglo, no menos favorable que el que esta última
Parte Contratante acuerde a sus propios inversores o a inversores de un tercer Estado.

Artículo 5
Expropiación e Indemnización

1. Ninguna de las Partes Contratantes podrá, directa o indirectamente, nacionalizar o expropiar una
inversión de un inversor de la otra Parte Contratante en su territorio, o adoptar cualquier otra medida
equivalente a nacionalización o expropiación, a menos que se cumplan las siguientes condiciones:

a) que se adopte por causa de utilidad pública;
b) que no sea discriminatoria;
c) que sea de acuerdo con el debido proceso legal;
d) que sea mediante indemnización, conforme a los párrafos 2 a 4 de este Artículo.
2. La indemnización será equivalente al valor de mercado que tenga la inversión expropiada

inmediatamente antes de que la medida expropiatoria se haya llevado a cabo ("fecha de expropiación") o
antes de que la medida expropiatoria se hiciera pública. Los criterios de valuación incluirán el valor corriente,
el valor fiscal declarado de bienes tangibles, así como otros criterios que resulten apropiados para
determinar el valor de mercado.

3. El pago de la indemnización se hará sin demora, será efectivamente liquidable o realizable y
libremente transferible.

4. La cantidad pagada no será inferior a la cantidad equivalente que por indemnización se hubiese pagado
en la fecha de expropiación en una divisa de libre conversión en el mercado financiero internacional y dicha
divisa se hubiese convertido a la cotización de mercado vigente en la fecha de valuación, más los intereses
correspondientes a una tasa comercial razonable para dicha divisa hasta la fecha de pago.

Artículo 6
Transferencias

1. Las Partes Contratantes permitirán la libre transferencia de las inversiones y las rentas.
Las transferencias se harán en una moneda libremente convertible, sin restricción ni demora. Dichas
transferencias incluirán, en particular, aunque no exclusivamente:

a) el capital y las sumas adicionales necesarias para el mantenimiento y desarrollo de las inversiones;
b) las rentas;
c) los fondos para el reembolso de los préstamos;
d) el producto de la venta o liquidación de la inversión;
e) los sueldos, salarios y demás remuneraciones recibidas por las personas físicas de una Parte

Contratante por su trabajo o servicios realizados en la otra Parte Contratante en relación con
una inversión.

2. A los efectos de este Acuerdo, el tipo de cambio será la tasa aplicable a las transacciones corrientes en
la fecha de la transferencia.

3. Se considerará que las transferencias se han efectuado "sin demora", en el sentido del párrafo 1 de este
Artículo, cuando se han hecho dentro del plazo normalmente necesario para el cumplimiento de las
formalidades de la transferencia. Dicho plazo no excederá en ningún caso de dos meses, contado a partir del
momento de la presentación de la solicitud correspondiente, si ésta fuere necesaria.



4. No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 de este Artículo, una Parte Contratante podrá demorar o
impedir una transferencia mediante la aplicación equitativa, no discriminatoria y de buena fe de sus leyes
y reglamentos:

a) para proteger los derechos de los acreedores, en cumplimiento de una resolución judicial;
b) relativas a, o para asegurar el cumplimiento de las leyes y reglamentos:

(i) para la emisión, transmisión y negociación de valores, futuros, opciones y derivados,

(ii) concernientes a reportes o registros de transferencias, o

c) relacionadas con infracciones penales y resoluciones en procedimientos administrativos o de
adjudicación;

siempre que tales medidas y su aplicación no sean usadas como un medio para evadir el
cumplimiento de los compromisos u obligaciones de las Partes Contratantes contenidas
en el Acuerdo.

Artículo 7
Subrogación

1. En caso de que una Parte Contratante o la entidad por ella designada haya otorgado cualquier garantía
financiera sobre riesgos no comerciales en relación con una inversión efectuada por sus inversores en el
territorio de la otra Parte Contratante y desde el momento en que la primera Parte Contratante o su entidad
designada haya realizado pago alguno con cargo a la garantía concedida, la primera Parte Contratante o la
entidad designada será beneficiaria directa de todo tipo de pagos a los que pudiese ser acreedor el inversor.
En caso de controversia, únicamente el inversor podrá iniciar o participar en los procedimientos ante los
tribunales nacionales o someterla a los tribunales de arbitraje internacional de conformidad con las
disposiciones del Artículo 8 del presente Acuerdo.

Artículo 8
Solución de Controversias entre una Parte Contratante

y un Inversor de la otra Parte Contratante

1. Ambito de Aplicación y Derecho de Acción

A. Este Artículo se aplica a controversias entre una Parte Contratante y un inversor de la otra Parte
Contratante, que surjan a partir de la fecha en la que el Acuerdo entre en vigor, respecto a un supuesto
incumplimiento de una obligación de la primera, conforme a este Acuerdo, que ocasione una pérdida o daño al
inversor o a su inversión. Una persona jurídica que es una inversión en el territorio de una Parte Contratante,
hecha por un inversor de la otra Parte Contratante, no podrá someter reclamación alguna a arbitraje de
acuerdo con este Artículo.

B. Si un inversor de una Parte Contratante o su inversión que es una persona jurídica en el territorio de la
otra Parte Contratante, inician procedimientos ante un tribunal nacional respecto a una medida que constituya
un supuesto incumplimiento de este Acuerdo, la controversia no podrá someterse a arbitraje, de acuerdo con
este Apéndice. Asimismo, en caso de que un inversor haya sometido la controversia a arbitraje internacional,
la elección de ese procedimiento será definitiva. Las excepciones anteriores no aplican a procedimientos
administrativos ante autoridades administrativas que ejecuten la medida presuntamente violatoria.

C. En caso de que un inversor de una Parte Contratante someta una reclamación a arbitraje, ni el inversor
ni la persona jurídica, que es una inversión en el territorio de la otra Parte Contratante, podrán iniciar o
continuar procedimientos ante un tribunal nacional.

2. Medios de Solución, Periodos de Tiempo

A. La controversia, de ser posible, deberá resolverse a través de la negociación o consulta. De no ser
resuelta, el inversor podrá elegir someter la controversia a resolución:

a) de los tribunales competentes de la Parte Contratante que es parte en la controversia;

b) de acuerdo con cualquier procedimiento de solución de controversias aplicable previamente
acordado, o

c) de acuerdo con el Artículo a:

i) el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones ("el Centro"),
establecido de acuerdo al Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre



Estados y nacionales de otros Estados ("el Convenio del CIADI") cuando ambas Partes
Contratantes se hayan adherido al mismo;

ii) el Centro, conforme a las Reglas del Mecanismo Complementario para la Administración de
Procedimientos por el Secretariado del Centro, si una de las Partes Contratantes, pero no
ambas, es parte del Convenio del CIADI;

iii) un tribunal de arbitraje ad hoc, establecido de acuerdo con las Reglas de Arbitraje de la
Comisión de Naciones Unidas sobre Derecho Mercantil Internacional ("CNUDMI");

iv) la Cámara Internacional de Comercio, a un tribunal ad hoc, de acuerdo con sus reglas
de arbitraje.

B. Las reglas de arbitraje aplicables regirán al mismo, salvo en la medida de lo modificado por
esta Sección.

C. Una controversia puede ser sometida a resolución, de acuerdo con el párrafo 1, C, una vez que hayan
transcurrido seis meses desde que los actos que motivan la reclamación tuvieron lugar, siempre que el
inversor haya entregado a la Parte Contratante que es parte en la controversia, notificación por escrito de su
intención de someter la reclamación a arbitraje por lo menos con 60 días de anticipación, y siempre y cuando
no haya transcurrido un plazo de 3 años a partir de la fecha en que el inversor por primera vez tuvo o debió
haber tenido conocimiento de los actos que dieron lugar a la controversia.

3. Consentimiento de la Parte Contratante
Cada Parte Contratante otorga su consentimiento incondicional al sometimiento de una controversia a

arbitraje internacional de acuerdo con este Apéndice.
4. Integración del Tribunal Arbitral
A. A menos que las partes contendientes acuerden otra cosa, el tribunal arbitral se integrará por tres

miembros. Cada Parte en la controversia designará un miembro y estos dos miembros, acordarán nombrar un
tercer miembro como su presidente.

B. Los miembros de los tribunales arbitrales deberán tener experiencia en derecho internacional y en
materia de inversión.

C. Si un tribunal arbitral no ha sido constituido dentro de un término de 90 días contado a partir de la fecha
en que la reclamación fue sometida a arbitraje, ya sea porque una de las partes contendientes no designó
miembro o los miembros electos no llegaron a un acuerdo sobre el presidente, el Secretario General de la
OEA, a petición de cualquiera de las partes contendientes, será invitado para nombrar a su discreción, al
miembro o miembros aún no designados. No obstante, el Secretario General de la OEA, al momento de
designar un presidente, deberá asegurarse de que el mismo no sea nacional de alguna de las
Partes Contratantes.

5. Acumulación
A. Un tribunal de acumulación establecido conforme a este Artículo se instalará de acuerdo a las Reglas

de Arbitraje de la CNUDMI y procederá de conformidad con lo establecido en dichas Reglas, salvo lo
modificado por esta Sección.

B. Los procedimientos se acumularán en los siguientes casos:
a) cuando un inversor someta una reclamación en representación de una persona jurídica de la cual

sea propietario o que esté bajo su control y, simultáneamente, otro inversor u otros inversores que
participen en la misma persona jurídica, pero sin tener el control de ésta, sometan reclamaciones por
cuenta propia como consecuencia de las mismas violaciones de este Acuerdo, o

b) cuando dos o más reclamaciones son sometidas a arbitraje, derivadas de cuestiones comunes de
hecho y de derecho.

C. El tribunal de acumulación decidirá la jurisdicción de las reclamaciones y revisará conjuntamente dichas
reclamaciones, salvo que determine que los intereses de cualquier parte contendiente
son perjudicados.

6. Lugar del Arbitraje
Cualquier arbitraje conforme a este Artículo se realizará en un Estado que sea parte de la Convención de

Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y Ejecución de las sentencias Arbitrales Extranjeras (Convención
de Nueva York). Las reclamaciones sometidas a arbitraje conforme a este Apéndice, se considerarán
derivadas de una relación u operación comercial para los efectos del artículo 1 de la Convención de
Nueva York.



7. Derecho Aplicable
Un tribunal establecido conforme a este Artículo decidirá la controversia de conformidad con este Acuerdo,

con las reglas aplicables y con los principios del derecho internacional.
8. Laudos y Ejecución
A. Los laudos arbitrales pueden tomar las siguientes formas de resolución:
a) una declaración de que la Parte Contratante ha incumplido con sus obligaciones de conformidad con

este Acuerdo;
b) indemnización compensatoria, que debe incluir interés desde el momento en que se causen las

pérdidas o daños hasta la fecha de pago;
c) restitución en especie, en casos apropiados, salvo que la Parte Contratante pague en su lugar

indemnización compensatoria, cuando la restitución no sea factible, y
d) con el acuerdo de las partes contendientes, cualquier otra forma de resolución.
B. Los laudos arbitrales serán definitivos y obligatorios solamente respecto de las partes contendientes y

solamente con respecto al caso particular.

C. El laudo arbitral solamente será publicado si existe un convenio por escrito de ambas
partes contendientes.

D. Un tribunal arbitral no podrá ordenar a una Parte Contratante el pago de daños punitivos.

E. Cada Parte Contratante deberá tomar, en su territorio, las medidas necesarias para la efectiva
ejecución del laudo de acuerdo con lo establecido en este Artículo, y acatar sin demora cualquier laudo
emitido en un procedimiento del cual sea parte.

F. Un inversor podrá recurrir a la ejecución de un laudo arbitral, conforme al Convenio del CIADI o a la
Convención de Nueva York.

9. Exclusiones

El mecanismo de solución de controversias de este Artículo no será aplicable a las resoluciones
adoptadas por una Parte Contratante, la cual, de acuerdo con su legislación y por razones de seguridad
nacional, prohíban o restrinjan la adquisición por inversores de la otra Parte Contratante de una inversión en el
territorio de la primera Parte Contratante que sea propiedad o esté controlada por sus nacionales.

Artículo 9
Solución de Controversias entre las Partes Contratantes

1. Cualquier controversia entre las Partes Contratantes relativa a la interpretación o aplicación del presente
Acuerdo se solucionará, en lo posible, por consultas y negociaciones.

2. Si una controversia entre las Partes Contratantes no pudiera ser solucionada dentro de los seis meses
siguientes a la fecha de solicitud de consultas, será sometida, a solicitud de cualquiera de las Partes
Contratantes, a un tribunal arbitral en los términos previstos en este Artículo.

3. El tribunal arbitral se establecerá para cada caso de la siguiente manera: dentro de los dos meses de
recibida la solicitud de arbitraje, cada Parte Contratante designará un miembro del tribunal. Esos dos
miembros elegirán a un nacional de un tercer Estado quien, de acuerdo con ambas Partes Contratantes, será
designado presidente del tribunal. El presidente será designado dentro de los cuatro meses contados a partir
de la fecha de recibida la solicitud de arbitraje.

4. Si en los plazos referidos en el párrafo 3 de este Artículo las designaciones necesarias no se hubieran
cumplido, cualquiera de las Partes Contratantes, en ausencia de cualquier otro acuerdo, invitará al Presidente
de la Corte Internacional de Justicia a realizar las designaciones. Si el Presidente fuera un nacional de
cualquiera de las Partes Contratantes o si estuviera impedido de realizar dicha función, el Vicepresidente será
invitado a efectuar las designaciones. Si el Vicepresidente fuera nacional de cualquiera de las Partes
Contratantes o si él también estuviera impedido de realizar dicha función, el integrante de mayor jerarquía de
la Corte Internacional de Justicia que no sea nacional de ninguna de las Partes Contratantes será invitado a
realizar las designaciones.

5. El tribunal arbitral tomará su decisión por mayoría de votos y determinará sus propios procedimientos,
salvo que las Partes Contratantes acuerden en sentido diverso, y decidirá la controversia de conformidad con
las disposiciones del presente Acuerdo y las reglas aplicables del derecho internacional. Dicha decisión será
obligatoria para ambas Partes Contratantes. Cada Parte Contratante se hará cargo de los honorarios de su



miembro en el tribunal y de los gastos de representación en las actuaciones arbitrales; los honorarios del
presidente, así como los demás gastos, se dividirán en partes iguales entre ambas Partes Contratantes.
El tribunal podrá, sin embargo, determinar que una mayor proporción de los gastos corra por cuenta de una de
las Partes Contratantes, y esta decisión será obligatoria para ambas Partes Contratantes. El tribunal
determinará su propio procedimiento.

6. Una Parte Contratante no podrá iniciar procedimientos de acuerdo con este Artículo por una
controversia relativa a la violación de los derechos de un inversor, la cual haya sido sometida por dicho
inversionista a los procedimientos conforme al Artículo 8 de este Acuerdo, a menos que la otra Parte
Contratante incumpla o no acate el laudo dictado en dicha controversia. En este caso, el tribunal arbitral
establecido de conformidad con este Artículo, ante la presentación de una solicitud de la Parte Contratante
cuyo inversionista fue parte en la controversia, podrá ordenar:

a) una declaración de que el incumplimiento o desacato del laudo definitivo está en contravención a las
obligaciones de la otra Parte Contratante de conformidad con este Acuerdo, y

b) una recomendación de que la otra Parte Contratante cumpla y acate el laudo definitivo.

Artículo 10
Requisitos de Información

No obstante lo dispuesto en este Acuerdo, las Partes Contratantes podrán exigir de un inversor de la otra
Parte Contratante o de la persona jurídica en la que ha invertido en su territorio, que proporcione información
rutinaria referente a esa inversión, exclusivamente con fines de información estadística. La Parte Contratante
protegerá la información que sea confidencial de cualquier divulgación que pudiera afectar negativamente la
situación competitiva de la inversión o del inversor.

Artículo 11
Aplicación del Acuerdo

El presente Acuerdo se aplicará a todas las inversiones realizadas antes o después de la fecha de su
entrada en vigor, pero sus disposiciones no se aplicarán a controversia, reclamo o diferendo alguno que haya
surgido con anterioridad a su entrada en vigor.

Artículo 12
Aplicación de otros Acuerdos Internacionales

Si un asunto estuviera regido simultáneamente por este Acuerdo y por otro acuerdo internacional al que
ambas Partes Contratantes se hubieran adherido, nada en este Acuerdo impedirá que cualquiera de las
Partes Contratantes o uno de sus inversores que sean propietarios de inversiones en el territorio de la otra
Parte Contratante, se beneficien de cualquier norma que les sea más favorable.

Artículo 13
Entrada en Vigor, Duración y Terminación

1. Este Acuerdo entrará en vigor treinta (30) días después de la última fecha en que las Partes
Contratantes se hayan notificado mutuamente por escrito que han cumplido los requisitos constitucionales
para la entrada en vigor de este Acuerdo. La última fecha hace referencia a la fecha de remisión de la última
carta de notificación.

2. El presente Acuerdo permanecerá en vigor por un período de diez (10) años y su vigencia se extenderá
automáticamente por otro período equivalente, salvo que una de las Partes Contratantes notifique a la otra
Parte Contratante su intención de terminarlo un año antes de finalizar el período de diez años
que corresponda.

3. Con relación a las inversiones realizadas o adquiridas con anterioridad a la fecha de terminación de este
Acuerdo, las disposiciones de todos los demás Artículos del mismo continuarán en vigor por un período de
diez (10) años a partir de dicha fecha de terminación.

En fe de lo cual los suscritos, debidamente autorizados, suscriben el presente Acuerdo,
Hecho en la ciudad de Montevideo, Uruguay, a los treinta días del mes de junio de 1999, en dos

ejemplares en idioma español, siendo ambos textos igualmente auténticos.
Por los Estados Unidos Mexicanos: el Secretario de Comercio y Fomento Industrial, Herminio Blanco

Mendoza.- Rúbrica.- Por la República Oriental del Uruguay: el Ministro de Economía, Luis Mosca.- Rúbrica.
PROTOCOLO

En el acto de la firma del Acuerdo entre los Estados Unidos Mexicanos y la República Oriental del Uruguay
para la Promoción y la Protección Recíprocas de las Inversiones, los suscritos plenipotenciarios han acordado



adicionalmente las siguientes disposiciones, que se considerarán como parte integrante de
dicho Acuerdo:

Ad Artículo 1, párrafo 1, c)
Con respecto a las disposiciones de este Artículo, y en relación a los Estados Unidos Mexicanos, los

préstamos estarán incluidos en la definición de inversión solamente cuando sean otorgados por el inversor a
la explotación que constituye su inversión o bien resulten de una operación financiera contratada por un
periodo superior a tres años.

Ad Artículo 6
En caso de un desequilibrio fundamental de la balanza de pagos o de una amenaza del mismo, los

Estados Unidos Mexicanos podrán temporalmente restringir las transferencias, siempre y cuando se
instrumenten medidas o un programa de acuerdo con los estándares del Fondo Monetario Internacional. Estas
restricciones se impondrán sobre bases equitativas, no discriminatorias y de buena fe.

La presente es copia fiel y completa en español del Acuerdo entre los Estados Unidos Mexicanos y la
República Oriental del Uruguay para la Promoción y la Protección Recíprocas de las Inversiones, firmado en
la ciudad de Montevideo, Uruguay, el treinta de junio de mil novecientos noventa y nueve.

Extiendo la presente, en diecinueve páginas útiles, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el diecinueve
de julio de dos mil dos, a fin de incorporarla al Decreto de Promulgación respectivo.- Conste.- Rúbrica.
DECRETO Promulgatorio del Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de los Estados
Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República Italiana en Materia de Lucha
Contra el Crimen Organizado, firmado en la Ciudad de México, el diecinueve de
noviembre de dos mil uno.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia
de la República.

VICENTE FOX QUESADA, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, a sus habitantes,
sabed:

El diecinueve de noviembre de dos mil uno, en la Ciudad de México, el Plenipotenciario de los Estados
Unidos Mexicanos, debidamente autorizado para tal efecto, firmó ad referéndum el Acuerdo de Cooperación
en Materia de Lucha Contra el Crimen Organizado, con el Gobierno de la República Italiana, cuyo texto en
español consta en la copia certificada adjunta.

El Acuerdo mencionado fue aprobado por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión,
el veinticinco de abril de dos mil dos, según decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del
veinticuatro de mayo del propio año.

Las notificaciones a que se refiere el artículo 19 del Acuerdo, se efectuaron en la Ciudad de México el
nueve de febrero de dos mil uno y en la ciudad de Seúl el veintiocho de mayo de dos mil dos.

Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la fracción I del artículo 89
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el dieciocho de julio de dos mil dos.-
Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario del Despacho de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda
Gutman.- Rúbrica.

JUAN MANUEL GOMEZ ROBLEDO, CONSULTOR JURIDICO DE LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES,

CERTIFICA:

Que en los archivos de esta Secretaría obra el original correspondiente a México del Acuerdo de
Cooperación entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República Italiana en
Materia de Lucha Contra el Crimen Organizado, firmado en la Ciudad de México, el diecinueve de noviembre
de dos mil uno, cuyo texto en español es el siguiente:

ACUERDO DE COOPERACION ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLlCA ITALIANA EN MATERIA DE LUCHA

CONTRA EL CRIMEN ORGANIZADO

El Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República Italiana, en adelante
denominados las "Partes Contratantes";



CONSCIENTES de que los fenómenos delictivos conexos con el crimen organizado de todo sector afectan
de manera relevante a los dos países, poniendo en peligro el orden y la seguridad pública, así como el
bienestar y la integridad física de sus propios ciudadanos;

RECONOCIENDO la importancia de la cooperación internacional en la lucha contra el crimen organizado;

TOMANDO EN CUENTA la Resolución No. 45/123 de la Asamblea General de las Naciones Unidas del
14 de diciembre de 1990, sobre la cooperación internacional en la lucha contra el crimen organizado; la
Convención Unica sobre Estupefacientes del 30 de marzo de 1961 y su Protocolo del 25 de marzo de 1972; la
Convención sobre las Substancias Psicotrópicas del 21 de febrero de 1971; la Convención de las Naciones
Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias Psicotrópicas del 20 de diciembre de 1988;
las Decisiones adoptadas por la Asamblea General Especial de las Naciones Unidas sobre las Drogas que se
desarrolló del 9 al 10 de junio de 1988; los principios inherentes que guían la cooperación internacional en
contra del narcotráfico; la Declaración de los Principios del Comité de Basilea sobre las Reglas Bancarias y
sobre las Prácticas de Supervisión y las cuarenta Recomendaciones en materia de lavado de dinero,
adoptadas por el Grupo de Acción Financiera Internacional;

CONSIDERANDO las disposiciones del Acuerdo Marco de Cooperación y del Acuerdo para la
Cooperación en la Lucha en Contra del Abuso y del Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias
Psicotrópicas entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República Italiana,
firmados en la ciudad de Roma, el 8 de julio de 1991;

ACTUANDO con respeto a la soberanía de cada Estado, en el marco de los respectivos ordenamientos
constitucionales, jurídicos y administrativos de las Partes Contratantes;

Han acordado lo siguiente:

ARTICULO 1

Con el presente Acuerdo las Partes Contratantes se comprometen a cumplir toda acción con el fin de
intensificar los esfuerzos comunes en el campo de la lucha contra el crimen organizado en sus diferentes
manifestaciones, de conformidad con lo previsto por sus legislaciones nacionales.

ARTICULO 2
Las Partes Contratantes convendrán en las modalidades de enlace necesarias para permitir el rápido

intercambio de la información inherente a la lucha en contra del crimen organizado, incluso mediante el
empleo de conexiones telemáticas.

Con esta finalidad, se establecerán los puntos de contacto directos entre las instancias competentes de la
Procuraduría General de la República de México y del Ministerio del Interior de Italia.

A este propósito, las Partes Contratantes intercambiarán dicha información dentro de los sesenta días
después de la entrada en vigor del presente Acuerdo.

ARTICULO 3
De conformidad con la legislación nacional en el territorio de cada una de las Partes Contratantes y sin

perjuicio de las obligaciones que deriven de otros convenios internacionales bilaterales o multilaterales,
cualquiera de las Partes Contratantes podrá pedir a la otra Parte Contratante el inicio de investigaciones ante
los órganos competentes respecto de actividades inherentes al crimen organizado. La Parte Contratante
Requerida comunicará inmediatamente los resultados de los procedimientos empleados.

ARTICULO 4
Las Partes Contratantes se comprometen a favorecer la máxima armonización posible de las respectivas

legislaciones nacionales, como instrumento indispensable para una acción concertada contra el crimen
organizado.

ARTICULO 5
Las Partes Contratantes llevarán a cabo consultas tendientes a adoptar posiciones comunes y acciones

concertadas en los foros internacionales en los que se discutan o se decidan estrategias de lucha contra el
crimen organizado en sus diferentes manifestaciones.

ARTICULO 6
Las Partes Contratantes convienen en que la colaboración prevista en el presente Acuerdo, se extienda a

la búsqueda de los fugitivos que se encuentren en sus respectivos territorios y que sean responsables o
probables responsables, de hechos delictivos, con la finalidad de asegurarlos a la justicia, en aplicación del
derecho internacional y de sus respectivas legislaciones nacionales.



ARTICULO 7
Por decisión conjunta de las Partes Contratantes se constituirá un Comité Bilateral para la Colaboración en

la Lucha en Contra del Crimen Organizado.

Este Comité será copresidido por los respectivos representantes del Gobierno: por los Estados Unidos
Mexicanos lo presidirá, el Procurador General de la República o, eventualmente, su delegado, y por la
República Italiana lo presidirá, el Ministro del Interior o, eventualmente, su delegado. El Comité se reunirá
cada vez que las Partes Contratantes consideren necesario dar impulso a la cooperación o para superar
obstáculos que requieran acuerdos de alto nivel.

A petición de una de las Partes Contratantes podrán tener reuniones periódicas conjuntas de altos
funcionarios de la Procuraduría General de la República de los Estados Unidos Mexicanos y del Ministerio del
Interior de la República Italiana, así como otras Dependencias interesadas.

ARTICULO 8
Por lo que se refiere a la lucha contra el crimen organizado, las Partes Contratantes convienen en que la

colaboración se efectuará en los sectores que a continuación, se especifican:

a) intercambio sistemático, detallado y rápido, a petición o por iniciativa propia, de informes inherentes a
las diversas formas de crimen organizado y a la lucha en contra del mismo;

b) actualización constante y recíproca sobre las actuales amenazas del crimen organizado, así como
sobre las técnicas y las estructuras de organización de que cada Parte Contratante dispone para
combatirlo, incluyendo el intercambio de expertos y la programación en los dos países, cursos
comunes de adiestramiento en técnicas específicas de investigación y de operación;

c) intercambio de información operativa de interés recíproco relativa a eventuales contactos entre
asociaciones o grupos criminales organizados en los dos países;

d) intercambio de legislación nacional, de publicaciones científicas profesionales y didácticas inherentes
a la lucha contra el crimen organizado, así como información sobre los medios técnicos utilizados en
las operaciones policiacas;

e) colaboración en la investigación de las causas, estructuras, génesis y dinámica, así como de las
formas en que se manifiesta el crimen organizado, especialmente el que utiliza, entre otras cosas, la
intimidación que deriva del vínculo asociativo;

f) intercambio constante y recíproco de experiencias y tecnologías inherentes a la seguridad de las
redes de comunicaciones telemáticas;

g) intercambio periódico de experiencias y conocimientos tecnológicos en materia de seguridad de los
transportes aéreos, marítimos y terrestres, con el objeto de mejorar los estándares de seguridad
adoptados en los aeropuertos, los puertos y las estaciones de autobuses y ferroviarias;

h) intercambio de información operativa relacionada con actividades ilícitas de la delincuencia
organizada, en cuya persecución tengan interés ambas Partes Contratantes y que se encuentren
tipificadas con esas características dentro de la legislación nacional respectiva.

ARTICULO 9
En particular, por lo que se refiere al tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas, a los

efectos del presente Acuerdo, se entenderá por "estupefacientes" las substancias enunciadas y descritas en
la Convención Unica sobre Estupefacientes del 30 de marzo de 1961, enmendada por el Protocolo del 25 de
marzo de 1972; "substancias psicotrópicas" las enunciadas y descritas en la Convención sobre las
Substancias Psicotrópicas del 21 de febrero de 1971; como "tráfico ilícito" se definen los tipos contemplados
en los párrafos 1 y 2 del artículo 3 de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Drogas
y Substancias Psicotrópicas del 20 de diciembre de 1988.

Con respecto a la legislación nacional de cada Parte Contratante, la colaboración se referirá además a los
precursores y a las substancias químicas esenciales y tomará en consideración la cooperación que sobre esta
materia fue prevista en el Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos
y el Gobierno de la República Italiana en la Lucha Contra el Abuso y el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y
Substancias Psicotrópicas del 8 de julio de 1991. La colaboración se referirá a:

a) la utilización de nuevos medios técnicos, incluyendo los métodos de adiestramiento y de empleo de
unidades canófilas antidroga;



b) el intercambio de informes sobre los nuevos tipos de estupefacientes y substancias psicotrópicas,
sobre los lugares de producción, sobre los canales y los medios utilizados por los traficantes y sobre
las técnicas de ocultación, sobre las variaciones de los precios de dichas substancias, así como
sobre las técnicas de análisis, y

c) los métodos y las modalidades de funcionamiento de los controles antidroga al interior del territorio
nacional y en las fronteras.

ARTICULO 10
Todas las solicitudes de información previstas por el presente Acuerdo deberán contener una exposición

sumaria de los elementos que las motivan.
ARTICULO 11

Los datos personales comunicados por las Partes Contratantes necesarios para la ejecución del presente
Acuerdo, deberán ser tratados y protegidos de conformidad a las legislaciones nacionales sobre la protección
de los datos.

Los datos personales comunicados podrán ser utilizados solamente por las autoridades competentes de
las Partes Contratantes para la ejecución del presente Acuerdo y sólo podrán ser retransmitidos a terceras
Partes, previa autorización escrita de la Parte Contratante que los comunique.

ARTICULO 12
La Parte Contratante Requerida podrá negar a la Parte Contratante Requirente las peticiones de

colaboración o asistencia previstas por el presente Acuerdo en caso de que considere que éstas puedan
comprometer la soberanía o la seguridad nacional del país u otros intereses nacionales esenciales o que
contravengan la legislación nacional.

En tal caso, la Parte Contratante Requerida se obliga a comunicar por escrito, sin tardanza, a la Parte
Contratante Requirente la negativa de asistencia, especificando los motivos de la misma.

ARTICULO 13
Cualquier controversia que surja por la interpretación, aplicación o ejecución del presente Acuerdo se

resolverá de mutuo acuerdo entre las Partes Contratantes, a través de la vía diplomática.
ARTICULO 14

El presente Acuerdo no perjudica los derechos y las obligaciones que se deriven de otros convenios
internacionales bilaterales o multilaterales, suscritos por las Partes Contratantes.

ARTICULO 15
El presente Acuerdo tendrá una vigencia indefinida y entrará en vigor treinta días después de la fecha de

recepción de la última de las notificaciones, a través de la vía diplomática, con que las Partes Contratantes se
comuniquen el cumplimiento de los procedimientos internos previstos por su respectiva legislación nacional
para tal efecto.

El presente Acuerdo podrá ser modificado por mutuo consentimiento de las Partes Contratantes. Las
modificaciones así acordadas entrarán en vigor de conformidad con el procedimiento establecido en el párrafo
anterior.

El presente Acuerdo podrá ser denunciado en cualquier momento, por cualquiera de las Partes
Contratantes. Esta denuncia surtirá sus efectos seis meses después de su notificación a la otra Parte
Contratante.

Las solicitudes de asistencia que se encuentren en ejecución al momento de la terminación del presente
Acuerdo, serán llevadas a término, a menos que las Partes Contratantes decidan lo contrario.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los Representantes debidamente autorizados por sus respectivos
Gobiernos, han suscrito el presente Acuerdo.

Firmado en la Ciudad de México, el diecinueve de noviembre de dos mil uno, en dos originales, cada uno
en los idiomas español e italiano, siendo los dos textos igualmente auténticos.

Por el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos: el Subsecretario para Africa, Asia-Pacífico, Europa y
Naciones Unidas de la Secretaría de Relaciones Exteriores, Miguel Marín Bosch.- Rúbrica.- Por el Gobierno
de la República Italiana: el Subsecretario de Estado del Ministerio de Asuntos Exteriores, Mario Baccini.-
Rúbrica.



La presente es copia fiel y completa en español del Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de los
Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República Italiana en Materia de Lucha Contra el Crimen
Organizado, firmado en la Ciudad de México, el diecinueve de noviembre de dos mil uno.

Extiendo la presente, en once páginas útiles, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el dos de julio de
dos mil dos, a fin de incorporarla al Decreto de Promulgación.- Conste.- Rúbrica.

DECRETO Promulgatorio de la Constitución de la Organización Internacional para
las Migraciones, que entró en vigor el treinta de noviembre de mil novecientos
cincuenta y cuatro.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia
de la República.

VICENTE FOX QUESADA, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, a sus habitantes,
sabed:

El treinta de noviembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, entró en vigor la Constitución de la
Organización Internacional para las Migraciones, cuyo texto en español consta en la copia certificada adjunta.

La Constitución mencionada fue aprobada por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la
Unión, el veintinueve de noviembre de dos mil uno, según decreto publicado en el Diario Oficial de la
Federación del dieciséis de enero de dos mil dos.

Las notificaciones a que se refiere el artículo 13 del Acuerdo, se efectuaron en la ciudad de Montevideo, el
diez de marzo de dos mil y en la Ciudad de México, el seis de junio de dos mil dos.

Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la fracción I del artículo 89
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el veintitrés de julio de dos mil dos.-
Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario del Despacho de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda
Gutman.- Rúbrica.

JUAN MANUEL GOMEZ ROBLEDO, CONSULTOR JURIDICO DE LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES,

CERTIFICA:

Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Constitución de la Organización
Internacional para las Migraciones, que entró en vigor el treinta de noviembre de mil novecientos cincuenta
y cuatro, y cuyo texto en español es el siguiente:

CONSTITUCION DE LA ORGANIZACION INTERNACIONAL PARA LAS MIGRACIONES
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CONSTITUCION*

PREAMBULO
LAS ALTAS PARTES CONTRATANTES,

RECORDANDO

la resolución adoptada el 5 de diciembre de 1951 por la Conferencia sobre Migraciones celebrada en
Bruselas,

RECONOCIENDO

que para asegurar una realización armónica de los movimientos migratorios en todo el mundo y facilitar,
en las condiciones más favorables, el asentamiento e integración de los migrantes en la estructura económica
y social del país de acogida, es frecuentemente necesario prestar servicios de migración en el plano
internacional,

que pueden también necesitarse servicios de migración similares para los movimientos de migración
temporera, migración de retorno y migración intrarregional,

que la migración internacional comprende también la de refugiados, personas desplazadas y otras que se
han visto obligadas a abandonar su país y que necesitan servicios internacionales de migración,

que es necesario promover la cooperación de los Estados y de las organizaciones internacionales para
facilitar la emigración de las personas que deseen partir hacia países en donde puedan, mediante su trabajo,
subvenir a sus propias necesidades y llevar, juntamente con sus familias, una existencia digna, en el respeto a
la persona humana;

que la migración puede estimular la creación de nuevas actividades económicas en los países de acogida
y que existe una relación entre la migración y las condiciones económicas, sociales y culturales de los países
en desarrollo,

que en la cooperación y demás actividades internacionales sobre la migración deben tenerse en cuenta
las necesidades de los países en desarrollo,

que es necesario promover la cooperación de los Estados y de las organizaciones internacionales
gubernamentales y no gubernamentales, en materia de investigaciones y consultas sobre temas de
migraciones, no sólo por lo que se refiere al proceso migratorio sino también a la situación y necesidades
específicas del migrante en su condición de persona humana,

que el traslado de los migrantes debe ser asegurado, siempre que sea posible, por los servicios de
transporte normales pero que, a veces, se ha demostrado la necesidad de disponer de medios suplementarios
o diferentes,

que debe existir una estrecha cooperación y coordinación entre los Estados, las organizaciones
internacionales gubernamentales y no gubernamentales en materia de migraciones y refugiados,

que es necesario el financiamiento internacional de las actividades relacionadas con la migración
internacional,

ESTABLECEN

la ORGANIZACION INTERNACIONAL PARA LAS MIGRACIONES designada en lo sucesivo como la
Organización, y

ACEPTAN LA PRESENTE CONSTITUCION.
CAPITULO I - OBJETIVOS Y FUNCIONES

Artículo 1

1. Los objetivos y las funciones de la Organización serán:
a) concertar todos los arreglos adecuados para asegurar el traslado organizado de los migrantes para

quienes los medios existentes se revelen insuficientes o que, de otra manera, no podrían estar en
condiciones de trasladarse sin asistencia especial hacia países que ofrezcan posibilidades de
inmigración ordenada;

                                                          
*
 El presente texto incorpora en la Constitución de 19 de octubre de 1953 del Comité Intergubernamental para las Migraciones Europeas

(anterior denominación de la Organización) las enmiendas adoptadas el 20 de mayo de 1987 y entradas en vigor el 14 de noviembre de 1989.



b) ocuparse del traslado organizado de los refugiados, personas desplazadas y otras necesitadas de
servicios internacionales de migración respecto a quienes puedan concertarse arreglos de
colaboración entre la Organización y los Estados interesados, incluidos aquellos Estados que se
comprometan a acoger a dichas personas;

c) prestar, a solicitud de los Estados interesados y de acuerdo con los mismos, servicios de migración
en materia de reclutamiento, selección, tramitación, enseñanza de idiomas, actividades de
orientación, exámenes médicos, colocación, actividades que faciliten la acogida y la integración,
asesoramiento en asuntos migratorios, así como toda otra ayuda que se halle de acuerdo con los
objetivos de la Organización;

d) prestar servicios similares, a solicitud de los Estados o en cooperación con otras organizaciones
internacionales interesadas, para la migración de retorno voluntaria, incluida la repatriación
voluntaria;

e) poner a disposición de los Estados y de las organizaciones internacionales y otras instituciones un
foro para el intercambio de opiniones y experiencias y el fomento de la cooperación y de la
coordinación de las actividades relativas a cuestiones de migraciones internacionales, incluidos
estudios sobre las mismas con el objeto de desarrollar soluciones prácticas.

2. En el cumplimiento de sus funciones, la Organización cooperará estrechamente con las organizaciones
internacionales, gubernamentales y no gubernamentales, que se ocupen de migraciones, de refugiados y de
recursos humanos para entre otros aspectos facilitar la coordinación de las actividades internacionales en la
materia. En el desarrollo de dicha cooperación se respetarán mutuamente las competencias de las
organizaciones concernidas.

3. La Organización reconoce que las normas de admisión y el número de inmigrantes que hayan de
admitirse son cuestiones que corresponden a la jurisdicción interna de los Estados, y en el cumplimiento de
sus funciones obrará de conformidad con las leyes, los reglamentos y las políticas de los Estados interesados.

CAPITULO II - MIEMBROS
Artículo 2

Serán Miembros de la Organización:
a) los Estados que, siendo Miembros de la Organización, hayan aceptado la presente Constitución de

acuerdo con el Artículo 34, o aquellos a los que se apliquen las disposiciones del Artículo 35;
b) los otros Estados que hayan probado el interés que conceden al principio de la libre

circulación de las personas y que se comprometan por lo menos a aportar a los gastos de
administración de la Organización una contribución financiera cuyo porcentaje será convenido entre
el Consejo y el Estado interesado, a reserva de una decisión del Consejo tomada por mayoría de dos
tercios y de la aceptación por dicho Estado de la presente Constitución.

Artículo 3
Todo Estado Miembro podrá notificar su retiro de la Organización al final de un ejercicio anual.

Esta notificación deberá ser hecha por escrito y llegar al Director General de la Organización por lo menos
cuatro meses antes del final del ejercicio. Las obligaciones financieras respecto a la Organización de un
Estado Miembro que haya notificado su retiro se aplicarán a la totalidad del ejercicio durante el cual la
notificación haya sido recibida.

Artículo 4
1. Si un Estado Miembro no cumple sus obligaciones financieras respecto a la Organización durante dos

ejercicios anuales consecutivos, el Consejo, mediante decisión adoptada por mayoría de dos tercios, podrá
suspender el derecho a voto y, total o parcialmente, los servicios a que dicho Estado Miembro sea acreedor.
El Consejo tiene autoridad para restablecer tales derechos y servicios mediante decisión adoptada por
mayoría simple.

2. Todo Estado Miembro podrá, por decisión del Consejo tomada por mayoría de dos tercios, verse
suspendido en su calidad de Miembro si infringe persistentemente los principios de la presente Constitución.
El Consejo tiene autoridad para restablecer tal calidad de Miembro mediante decisión adoptada por mayoría
simple.

CAPITULO III - ORGANOS
Artículo 5



Los órganos de la Organización serán:
a) el Consejo;
b) el Comité Ejecutivo;
c) la Administración.

CAPITULO IV - EL CONSEJO
Artículo 6

Las funciones del Consejo, además de las que se indican en otras disposiciones de la presente
Constitución, consistirán en:

a) determinar la política de la Organización;
b) estudiar los informes, aprobar y dirigir la gestión del Comité Ejecutivo;
c) estudiar los informes, aprobar y dirigir la gestión del Director General;
d) estudiar y aprobar el programa, el presupuesto, los gastos y las cuentas de la Organización;
e) adoptar toda otra medida tendiente a la consecución de los objetivos de la Organización.

Artículo 7
1. El Consejo se compondrá de los representantes de los Estados Miembros.
2. Cada Estado Miembro designará un representante, así como los suplentes y asesores que juzgue

necesario.
3. Cada Estado Miembro tendrá derecho a un voto en el Consejo.

Artículo 8
Cuando así lo solicitaran, el Consejo podrá admitir como observadores en sus sesiones, en las

condiciones que pueda prescribir su reglamento interior, a Estados no miembros y a organizaciones
internacionales, gubernamentales o no gubernamentales, que se ocupen de migraciones, de refugiados o de
recursos humanos. Tales observadores no tendrán derecho de voto.

Artículo 9

1. El Consejo celebrará su reunión ordinaria una vez al año.

2. El Consejo celebrará reunión extraordinaria a petición:

a) de un tercio de sus miembros;

b) del Comité Ejecutivo;

c) del Director General o del Presidente del Consejo, en casos urgentes.

3. Al principio de cada reunión ordinaria, el Consejo elegirá un Presidente y los otros miembros de la
Mesa, cuyo mandato será de un año.

Artículo 10
El Consejo podrá crear cuantos subcomités sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 11
El Consejo adoptará su propio reglamento interior.

CAPITULO V-EL COMITE EJECUTIVO
Artículo 12

Las funciones del Comité Ejecutivo consistirán en:
a) examinar y revisar la política, los programas y las actividades de la Organización, los informes

anuales del Director General y cualesquiera informes especiales;
b) examinar toda cuestión financiera o presupuestaria que incumba al Consejo;
c) considerar toda cuestión que le sea especialmente sometida por el Consejo, incluida la revisión del

presupuesto, y adoptar a este respecto las medidas que juzgaren necesarias;
d) asesorar al Director General sobre toda cuestión que por éste le sea sometida;



e) adoptar, entre las reuniones del Consejo, cualesquiera decisiones urgentes sobre cuestiones de la
incumbencia del mismo, que serán sometidas a la aprobación del Consejo en su próxima reunión;

f) presentar recomendaciones o propuestas al Consejo, o al Director General, por su propia iniciativa;
g) someter al Consejo informes y/o recomendaciones sobre las cuestiones tratadas.

Artículo 13
1. El Comité Ejecutivo se compondrá de los representantes de nueve Estados Miembros. Este número

podrá ser aumentado mediante votación por mayoría de dos tercios del Consejo, no pudiendo exceder de un
tercio del número total de Miembros de la Organización.

2. Estos Estados Miembros serán elegidos por el Consejo por dos años, pudiendo ser reelegidos.
3. Cada miembro del Comité Ejecutivo designará un representante, así como los suplentes y asesores que

juzgue necesario.
4. Cada miembro del Comité Ejecutivo tendrá derecho a un voto.

Artículo 14
1. El Comité Ejecutivo celebrará por lo menos una reunión al año. Se reunirá asimismo, en caso necesario,

para el cumplimiento de sus funciones, a petición:
a) de su Presidente;
b) del Consejo;
c) del Director General, previa consulta con el Presidente del Consejo;
d) de la mayoría de sus miembros.
2. El Comité Ejecutivo eligirá entre sus miembros un Presidente y un Vicepresidente, cuyo mandato será

de un año.
Artículo 15

El Comité Ejecutivo podrá crear, sujeto a revisión eventual del Consejo cuantos subcomités sean
necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 16
El Comité Ejecutivo adoptará su propio reglamento interior.

CAPITULO VI - LA ADMINISTRACION
Artículo 17

La Administración comprenderá un Director General, un Director General Adjunto y el personal que el
Consejo determine.

Artículo 18
1. El Director General y el Director General Adjunto serán elegidos por el Consejo, mediante votación por

mayoría de dos tercios, y podrán ser reelegidos. La duración ordinaria de su mandato será de cinco años,
aunque excepcionalmente podrá ser menor, si así lo decidiera el Consejo mediante votación por mayoría de
dos tercios. Cumplirán sus funciones de conformidad con el contenido de contratos aprobados por el Consejo
y firmados, en nombre de la Organización, por el Presidente del Consejo.

2. El Director General será responsable ante el Consejo y ante el Comité Ejecutivo. El Director General
administrará y dirigirá los servicios administrativos y ejecutivos de la Organización de conformidad con la
presente Constitución, con la política y decisiones del Consejo y del Comité Ejecutivo y con los reglamentos
por ellos adoptados. El Director General formulará proposiciones relativas a las medidas que deban ser
adoptadas por el Consejo.

Artículo 19

El Director General nombrará el personal de la Administración de conformidad con el estatuto del personal
adoptado por el Consejo.

Artículo 20

1. En el cumplimiento de sus funciones, el Director General, el Director General Adjunto y el personal no
deberán solicitar ni aceptar instrucciones de ningún Estado ni de ninguna autoridad ajena a la Organización,
y deberán abstenerse de todo acto incompatible con su calidad de funcionarios internacionales.



2. Cada Estado Miembro se comprometerá a respetar el carácter exclusivamente internacional de las
funciones del Director General, del Director General Adjunto y del personal, y a no tratar de influirles en el
cumplimiento de sus funciones.

3. Para la contratación y empleo del personal, deberán ser consideradas como condiciones primordiales
su eficiencia, competencia e integridad; excepto en circunstancias excepcionales, el personal deberá ser
contratado entre los nacionales de los Estados Miembros de la Organización, teniendo en cuenta el principio
de la distribución geográfica equitativa.

Artículo 21

El Director General estará presente, o se hará representar por el Director General Adjunto o por otro
funcionario que designe, en todas las reuniones del Consejo, del Comité Ejecutivo y de los Subcomités.
El Director General o su representante podrán participar en los debates sin derecho de voto.

Artículo 22

En ocasión de la reunión ordinaria celebrada después del final de cada ejercicio anual, el Director General
presentará al Consejo, por mediación del Comité Ejecutivo, un informe donde se dé cuenta completa de las
actividades de la Organización durante el año transcurrido.

CAPITULO VII - SEDE CENTRAL

Artículo 23

1. La Organización tendrá su Sede central en Ginebra. El Consejo podrá decidir el traslado de la Sede a
otro sitio, mediante votación por mayoría de dos tercios.

2. Las reuniones del Consejo y del Comité Ejecutivo tendrán lugar en Ginebra, a menos que dos tercios de
los miembros del Consejo o, respectivamente, del Comité Ejecutivo, hayan decidido reunirse en otro lugar.

CAPITULO VIII - FINANZAS

Artículo 24

El Director General someterá al Consejo, por mediación del Comité Ejecutivo, un presupuesto anual que
refleje los gastos de administración y de operaciones y los ingresos previstos, las previsiones adicionales
que fueran necesarias y las cuentas anuales o especiales de la Organización.

Artículo 25

1. Los recursos necesarios para sufragar los gastos de la Organización serán obtenidos:

a) en lo que respecta a la Parte de Administración del Presupuesto, mediante las contribuciones en
efectivo de los Estados Miembros, que serán pagaderas al comienzo del correspondiente ejercicio
anual y deberán hacerse efectivas sin demora;

b) en lo que respecta a la Parte de Operaciones del Presupuesto, mediante las contribuciones en
efectivo, en especie o en forma de servicios de los Estados Miembros, de otros Estados, de
organizaciones internacionales, gubernamentales o no gubernamentales, de otras entidades jurídicas
o de personas privadas, que deberán aportarse tan pronto como sea posible
e íntegramente antes del final del ejercicio anual correspondiente.

2. Todo Estado Miembro deberá aportar para la Parte de Administración del Presupuesto de la
Organización una contribución sobre la base de un porcentaje acordado entre el Consejo y el Estado Miembro
concernido.

3. Las contribuciones para los gastos de operaciones de la Organización serán voluntarias y todo
contribuyente a la Parte de Operaciones del Presupuesto podrá acordar con la Organización las condiciones
de empleo de su contribución, que deberán responder a los objetivos y funciones de la Organización.

4. a) Los gastos de administración de la Sede y los restantes gastos de administración, excepto aquellos
en que se incurra para ejercer las funciones enunciadas en el inciso 1 c) y d) del Artículo 1 se imputarán a la
Parte de Administración del Presupuesto;

b) Los gastos de operaciones, así como los gastos de administración en que se incurra para ejercer las
funciones enunciadas en el inciso 1 c) y d) del Artículo 1 se imputarán a la Parte de Operaciones del
Presupuesto.

5. El Consejo velará por que la gestión administrativa sea asegurada de manera eficaz y económica.
Artículo 26



El reglamento financiero será establecido por el Consejo.
CAPITULO IX - ESTATUTO JURIDICO

Artículo 27
La Organización posee personalidad jurídica. Goza de la capacidad jurídica necesaria para ejercer sus

funciones y alcanzar sus objetivos, en especial de la capacidad, de acuerdo con las leyes del Estado de que
se trate, de: a) contratar; b) adquirir bienes muebles e inmuebles y disponer de ellos; c) recibir y desembolsar
fondos públicos y privados, y d) comparecer en juicio.

Artículo 28
1. La Organización gozará de los privilegios e inmunidades necesarios para ejercer sus funciones

y alcanzar sus objetivos.
2. Los representantes de los Estados Miembros, el Director General, el Director General Adjunto y el

personal de la Administración gozarán igualmente de los privilegios e inmunidades necesarios para el libre
ejercicio de sus funciones en conexión con la Organización.

3. Dichos privilegios e inmunidades se definirán mediante acuerdos entre la Organización y los Estados
interesados o mediante otras disposiciones adoptadas por dichos Estados.

CAPITULO X - DISPOSICIONES DE INDOLE DIVERSA
Artículo 29

1. Salvo disposición en contrario en la presente Constitución o en los reglamentos establecidos por el
Consejo o por el Comité Ejecutivo, todas las decisiones del Consejo, del Comité Ejecutivo y de todos los
subcomités, serán tomadas por simple mayoría.

2. Las mayorías previstas en las disposiciones de la presente Constitución o de los reglamentos
establecidos por el Consejo o por el Comité Ejecutivo se refieren a los miembros presentes y votantes.

3. Una votación será válida únicamente cuando la mayoría de los miembros del Consejo, del Comité
Ejecutivo o del Subcomité interesado se halle presente.

Artículo 30
1. Los textos de las enmiendas propuestas a la presente Constitución serán comunicados por el Director

General a los Gobiernos de los Estados Miembros tres meses, por lo menos, antes de que sean examinados
por el Consejo.

2. Las enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido adoptadas por dos tercios de los miembros del
Consejo y aceptadas por dos tercios de los Estados Miembros, de acuerdo con sus respectivas reglas
constitucionales, entendiéndose, no obstante, que las enmiendas que originen nuevas obligaciones para los
Miembros no entrarán en vigor para cada Miembro en particular sino cuando éste las haya aceptado.

Artículo 31
Toda diferencia relativa a la interpretación o aplicación de la presente Constitución, que no haya sido

resuelta mediante negociación o mediante decisión del Consejo tomada por mayoría de dos tercios, será
sometida a la Corte Internacional de Justicia, de conformidad con el Estatuto de dicha Corte, a menos que los
Estados Miembros interesados convengan en otra forma de arreglo dentro de un intervalo razonable.

Artículo 32
A reserva de la aprobación por dos tercios de los miembros del Consejo, la Organización podrá hacerse

cargo de las actividades, los recursos y obligaciones actuales de cualquier otra organización o institución
internacional cuyos objetivos y actividades se hallen dentro de la esfera de la Organización, actividades,
recursos y obligaciones que podrán ser fijados mediante un acuerdo internacional o un arreglo convenido
entre las autoridades competentes de las organizaciones respectivas.

Artículo 33
El Consejo podrá, mediante votación por mayoría de tres cuartos de sus miembros, decidir la disolución de

la Organización.
Artículo 34*

La presente Constitución entrará en vigor para los Gobiernos Miembros del Comité Intergubernamental
para las Migraciones Europeas que la hayan aceptado, de acuerdo con sus respectivas reglas
constitucionales, el día de la primera reunión de dicho Comité después de que:
                                                          
*
 Los Artículos 34 y 35 carecen actualmente de aplicabilidad al haber entrado en vigor la Constitución, el 30 de noviembre de 1954.



a) dos tercios, por lo menos, de los Miembros del Comité, y
b) un número de Miembros que representen, por lo menos el 75 por ciento de las contribuciones a la

parte administrativa del presupuesto.
hayan notificado al Director que aceptan la presente Constitución.

Artículo 35*
Los Gobiernos Miembros del Comité Intergubernamental para las Migraciones Europeas que en la fecha

de entrada en vigor de la presente Constitución no hayan notificado al Director que aceptan dicha
Constitución, podrán seguir siendo Miembros del Comité durante un año a partir de dicha fecha si aportan una
contribución a los gastos de administración del Comité, de acuerdo con los términos del apartado 2 del
Artículo 25, conservando durante este periodo el derecho de aceptar la Constitución.

Artículo 36
Los textos español, francés e inglés de la presente Constitución serán considerados como igualmente

auténticos.
La presente es copia fiel y completa en español de la Constitución de la Organización Internacional para

las Migraciones, que entró en vigor el treinta de noviembre de mil novecientos cincuenta y cuatro.
Extiendo la presente, en diecinueve páginas útiles, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el veintisiete

de junio de dos mil dos, a fin de incorporarla al Decreto de Promulgación respectivo.- Conste.- Rúbrica.

DECRETO Promulgatorio del Acuerdo entre el Gobierno de los Estados Unidos
Mexicanos y el Gobierno de la República de Corea para la Promoción y Protección
Recíproca de Inversiones, firmado en Bandar Seri Begawan, Brunei Darussalam, el
catorce de noviembre de dos mil.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia
de la República.

VICENTE FOX QUESADA, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, a sus habitantes,
sabed:

El catorce de noviembre de dos mil, en la ciudad de Bandar Seri Begawan, Brunei Darussalam, los
Plenipotenciarios de los Estados Unidos Mexicanos, debidamente autorizados para tal efecto, firmaron
ad referéndum el Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones con el Gobierno de la
República de Corea, cuyo texto en español consta en la copia certificada adjunta.

El Acuerdo mencionado fue aprobado por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión,
el dieciséis de abril de dos mil dos, según decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del
veinticuatro de mayo del propio año.

El instrumento de adhesión, firmado por el Ejecutivo Federal a mi cargo el veintidós de enero de dos mil
dos, fue depositado ante el Director General de la Organización Internacional para las Migraciones, el cinco de
junio del propio año, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 de la Constitución de la Organización
Internacional para las Migraciones.

Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la fracción I del artículo 89
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el dieciocho de julio de dos mil dos.-
Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario del Despacho de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda
Gutman.- Rúbrica.

JUAN MANUEL GOMEZ ROBLEDO, CONSULTOR JURIDICO DE LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES,

CERTIFICA:

Que en los archivos de esta Secretaría obra el original correspondiente a México del Acuerdo entre el
Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República de Corea para la Promoción y
Protección Recíproca de Inversiones, firmado en Bandar Seri Begawan, Brunei Darussalam, el catorce de
noviembre de dos mil, cuyo texto en español es el siguiente:



ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL GOBIERNO DE LA
REPUBLlCA DE COREA PARA LA PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCA DE INVERSIONES

El Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República de Corea (en adelante
denominados como "las Partes Contratantes"),

DESEANDO crear condiciones favorables para una mayor cooperación económica entre ellos y, en
particular, para las inversiones de los inversionistas de una Parte Contratante en el territorio de la otra Parte
Contratante, con base en los principios de igualdad y mutuo beneficio,

RECONOCIENDO que la promoción y la protección recíproca de las inversiones sobre la base de este
Acuerdo, serán propicias para estimular las iniciativas de negocios e incrementar la prosperidad en
ambos Estados,

Han acordado lo siguiente:

CAPITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 1
Definiciones

Para los propósitos de este Acuerdo:

(1) "inversiones" significa toda clase de activos invertidos por inversionistas de una Parte Contratante en el
territorio de la otra Parte Contratante, y en particular, aunque no exclusivamente, incluye:

(a) la propiedad de bienes muebles e inmuebles, adquiridos o utilizados para fines económicos, así
como otros derechos reales, tales como hipotecas, gravámenes, derechos de prenda y
derechos similares;

(b) participaciones, acciones y cualquier otra forma de participación en una compañía o empresa, y
los derechos o intereses derivados de las mismas;

(c) reclamaciones pecuniarias o derivadas de cualquier otra prestación derivada de la ejecución de
un contrato que tenga un valor económico, tales como bonos, instrumentos de deuda,
préstamos y otras formas de deuda de una empresa, incluyendo los derechos derivados de los
mismos, cuando la empresa sea una filial del inversionista, o cuando la fecha de vencimiento
original de los préstamos sea por lo menos de tres años.
Pero inversión no incluye una obligación de pago de o el otorgamiento de un crédito a una Parte
Contratante o a una empresa del Estado.

(d) derechos de propiedad intelectual, incluyendo derechos de autor, patentes, marcas registradas,
nombres comerciales, diseños industriales, procedimientos técnicos, secretos comerciales,
conocimientos técnicos y prestigio y clientela;

(e) concesiones que tengan un valor económico, conferidas por ley o contrato; y
(f) una empresa, que es una persona jurídica constituida u organizada de conformidad con la

legislación aplicable de una Parte Contratante.
Pero inversión no significa reclamaciones pecuniarias derivadas exclusivamente de:
(i) contratos comerciales para la venta de bienes o servicios por un inversionista en el

territorio de una Parte Contratante a una sociedad, o empresa en el territorio de la otra
Parte Contratante; o

(ii) el otorgamiento del crédito en relación con una transacción comercial, como el
financiamiento al comercio, salvo un préstamo cubierto por las disposiciones del inciso
(c), o

(iii) cualquier otra reclamación pecuniaria,
que no conlleven los tipos de interés dispuestos en los párrafos (a) a (e).

(2) "rentas" significa las cantidades producidas por una inversión y, en particular, aunque no
exclusivamente, incluye ganancias, intereses, ganancias de capital, dividendos, regalías y toda clase
de remuneraciones.

(3) "inversionistas" significa una Parte Contratante, así como cualquier persona física o jurídica de una
Parte Contratante que invierta en el territorio de la otra Parte Contratante:



(a) el término "personas físicas" significa cualquier persona física que tenga la nacionalidad de esa
Parte Contratante, de conformidad con su legislación; y

(b) el término "personas jurídicas" significa cualquier entidad constituida u organizada de
conformidad con las leyes y reglamentos de esa Parte Contratante, incluyendo una empresa
propiedad de o controlada por la primera Parte Contratante.

(4) "territorio" significa el territorio de la República de Corea o el territorio de los Estados Unidos
Mexicanos, tal y como se defina en sus leyes y reglamentos respectivos, así como cualquier área marítima,
incluyendo el fondo y el subsuelo adyacentes al límite del mar territorial, sobre las cuales el Estado respectivo
ejerce, de conformidad con el derecho internacional, derechos de soberanía o jurisdicción.

ARTICULO 2
Promoción y Protección de las lnversiones

(1) Cada Parte Contratante promoverá y creará condiciones favorables para que los inversionistas de la
otra Parte Contratante realicen inversiones en su territorio, y admitirá dichas inversiones de conformidad con
sus leyes y reglamentos.

(2) Las inversiones que realicen los inversionistas de cada Parte Contratante gozarán en todo momento de
un trato justo y equitativo y plena protección y seguridad en el territorio de la otra Parte Contratante. Ninguna
de las Partes Contratantes impedirá, en forma alguna, a través de medidas arbitrarias o discriminatorias, la
operación, administración, mantenimiento, uso, goce o disposición de inversiones en su territorio por
inversionistas de la otra Parte Contratante.

(3) Cada Parte Contratante podrá solicitar a una persona jurídica en su territorio, que proporcione
información rutinaria para propósitos estadísticos relativa a su inversión. Cada Parte Contratante deberá
proteger dicha información de negocios de cualquier revelación que pudiera perjudicar la posición competitiva
de la inversión.

ARTICULO 3
Tratamiento de las Inversiones

(1) Cada Parte Contratante otorgará, en su territorio, a las inversiones y rentas de los inversionistas, de la
otra Parte Contratante, un trato no menos favorable que el otorgado a las inversiones y rentas de sus propios
inversionistas, o a las inversiones y rentas de los inversionistas de cualquier tercer Estado, cualquiera que sea
más favorable a los inversionistas.

(2) Cada Parte Contratante otorgará, en su territorio, a los inversionistas de la otra Parte Contratante,
respecto a la operación, administración, mantenimiento, uso, goce o disposición de sus inversiones, un trato
no menos favorable que el otorgado a sus propios inversionistas o a inversionistas de cualquier tercer Estado,
cualquiera que sea más favorable para los inversionistas.

(3) El presente Acuerdo no será aplicable a medidas fiscales. Nada de lo dispuesto en el presente Acuerdo
afectará los derechos y obligaciones de cualquier Parte Contratante derivados de cualquier Convenio en
materia fiscal. En caso de discrepancia entre las disposiciones de este Acuerdo
y cualquier Convenio en materia fiscal, prevalecerán las disposiciones de este último.

(4) Las disposiciones de los párrafos (1) y (2) de este Artículo no serán interpretadas en el sentido de
obligar a una Parte Contratante a hacer extensivos a los inversionistas de la otra Parte Contratante, el
beneficio de cualquier tratamiento, preferencia o privilegio derivado de su participación, presente o futura, en
cualquier área de libre comercio, unión aduanera, unión económica, acuerdo de integración económica
regional o acuerdo internacional similar.

ARTICULO 4
Indemnización por Pérdidas

Los inversionistas de una Parte Contratante, cuyas inversiones sufran pérdidas debido a guerra u otro
conflicto armado, estado de emergencia nacional, motín, insurrección, rebelión u otros eventos similares
ocurridos en el territorio de la otra Parte Contratante, deberán recibir un trato, respecto a la restitución,
indemnización, compensación u otras formas de arreglo, no menos favorable que aquel que esta última Parte
Contratante otorgue a sus propios inversionistas o a los inversionistas de cualquier tercer Estado, cualquiera
que sea más favorable a los inversionistas. Los pagos resultantes serán libremente transferibles.

ARTICULO 5
Expropiación



(1) las inversiones de inversionistas de una Parte Contratante no podrán ser nacionalizadas, expropiadas
o de alguna otra manera sujetas a cualquier otra medida con efectos equivalentes a la nacionalización o
expropiación (en lo sucesivo "expropiación"), en el territorio de la otra Parte Contratante, excepto por causas
de utilidad pública y mediante el pago de una indemnización justa. La expropiación se llevará a cabo sobre
bases no discriminatorias y de conformidad con los procedimientos legales.

(2) Dicha indemnización será equivalente al valor justo de mercado de las inversiones expropiadas
inmediatamente antes de que la expropiación se haya llevado a cabo, o antes de que la inminente
expropiación se hubiera hecho pública, lo que ocurra primero, incluirá intereses a una tasa comercial,
aplicable desde la fecha de la expropiación hasta la fecha de pago, y será pagada sin demora indebida,
siendo completamente liquidable, libremente convertible y transferible.

Los criterios de valuación incluirán el valor corriente, el valor de los activos, incluyendo el valor fiscal
declarado de la propiedad tangible, y otros criterios que resulten apropiados para la determinación del valor
justo de mercado.

(3) Los inversionistas de una Parte Contratante que se vean afectados por la expropiación tendrán
derecho, de conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante que llevó a cabo la
expropiación, a una pronta revisión, por una autoridad judicial o cualquier otra autoridad independiente de
la otra Parte Contratante, de su caso y de la valuación de sus inversiones, de conformidad con los principios
establecidos en este Artículo.

ARTICULO 6
Transferencias

(1) Cada Parte Contratante garantizará, de conformidad con sus leyes y reglamentos y con las reglas de
derecho internacional, a los inversionistas de la otra Parte Contratante, el derecho de transferir libremente sus
inversiones y rentas. Dichas transferencias incluirán, en particular, pero no exclusivamente:

(a) ganancias netas, ganancias de capital, dividendos, intereses, regalías, remuneraciones y
cualquier otro ingreso corriente acumulados a las inversiones;

(b) productos acumulados de la venta o de la liquidación total o parcial de las inversiones;

(c) fondos para la amortización de préstamos relacionados con las inversiones;

(d) ingresos de los nacionales de una Parte Contratante que se encuentren autorizados para
trabajar en relación con inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante;

(e) fondos adicionales necesarios para el mantenimiento o desarrollo de las inversiones existentes;

(f) indemnizaciones de conformidad con los Artículos 4 y 5; y

g) pagos derivados de la solución de una controversia.

(2) Todas las transferencias de conformidad con este Acuerdo, se realizarán en una moneda libremente
convertible, sin demora ni restricción injustificadas, y al tipo de cambio que prevalezca en la fecha de
la transferencia.

(3) No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 de este Artículo, una Parte Contratante podrá impedir
una transferencia mediante la aplicación equitativa, no discriminatoria y de buena fe de sus leyes en
materia de:

(a) quiebra, insolvencia u otros procedimientos legales para proteger los derechos de los
acreedores;

(b) emisión, comercio u operaciones de valores;

(c) infracciones penales o administrativas; o

(d) la ejecución del cumplimiento de sentencias en procedimientos de adjudicación.



CAPITULO II
SOLUCION DE CONTROVERSIAS

PRIMERA SECCION
Solución de Controversias entre una Parte Contratante

y un Inversionista de la otra Parte Contratante
ARTICULO 7

Medios de Solución
La presente Sección aplica a las controversias entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra

Parte Contratante, derivada de un presunto incumplimiento de una obligación de conformidad con este
Acuerdo. Las controversias deberán, en la medida de lo posible, ser resueltas a través de negociaciones o
consultas. En caso contrario, el inversionista podrá elegir someter la controversia a resolución:

(a) de los tribunales judiciales o administrativos competentes de la Parte Contratante, que es parte
en la controversia;

(b) de conformidad con cualquier procedimiento de solución previamente acordado; o

(c) de arbitraje, de conformidad con el Artículo 8.
ARTICULO 8

Arbitraje: Ambito de Aplicación,
Derecho de Acción y Periodos de Tiempo

(1) Un inversionista de una Parte Contratante podrá someter una reclamación a arbitraje, en virtud de que
la otra Parte Contratante ha incumplido una obligación establecida en este Acuerdo, y que el inversionista ha
sufrido pérdidas o daños, en virtud de ese incumplimiento o como consecuencia de ello. Asimismo, un
inversionista de una Parte Contratante, en representación de una empresa de la otra Parte Contratante que
sea de su propiedad o esté controlada por dicho inversionista, podrá someter una reclamación a arbitraje, en
virtud de que la otra Parte Contratante ha incumplido una obligación establecida en este Acuerdo, y que la
empresa ha sufrido pérdidas o daños, en virtud de ese incumplimiento o como consecuencia de ello. Una
inversión no podrá someter una reclamación a arbitraje de conformidad con esta Sección.

(2) En caso de que ni el inversionista ni la empresa de la otra Parte Contratante que sea propiedad o esté
controlada por dicho inversionista, haya sometido la controversia a resolución en términos de lo dispuesto por
el Artículo 7, incisos (a) o (b), el inversionista podrá someter la controversia a resolución de conformidad con
el Artículo 7, inciso (c) una vez que hayan transcurrido seis (6) meses desde que tuvieron lugar los hechos
que motivaron la reclamación.

(3) En el caso de que el inversionista, ya sea en nombre propio o en representación de la empresa de la
otra Parte Contratante que sea de su propiedad o esté controlada por dicho inversionista, no haya sometido la
controversia a resolución, en términos de lo dispuesto por el Artículo 7, inciso (c) el inversionista podrá
someter la controversia a resolución de conformidad con lo establecido en el Artículo 7, incisos (a) o (b).

(4) Un inversionista contendiente podrá someter la reclamación a arbitraje conforme a:
(a) El Convenio del Centro Internacional sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre

Estados y nacionales de otros Estados (Convenio del CIADI), siempre que tanto la Parte
Contratante contendiente como la Parte Contratante del inversionista, sean parte del Convenio;

(b) Las Reglas del Mecanismo Complementario del CIADI, cuando la Parte Contratante
contendiente o la Parte Contratante del inversionista, pero no ambas, sean Parte del Convenio
del CIADI; o

(c) Las Reglas de Arbitraje de la Comisión de Naciones Unidas sobre Derecho Mercantil
Internacional (las Reglas de Arbitraje de la CNUDMI).

(5) El inversionista solamente podrá someter una reclamación a arbitraje, en nombre propio o en
representación de la empresa de la otra Parte Contratante, que sea propiedad o esté controlada por
dicho inversionista.

(6) Un inversionista contendiente podrá someter una reclamación a arbitraje, únicamente si manifiesta su
consentimiento al arbitraje, conforme a los procedimientos establecidos en este Acuerdo y renuncia a
su derecho de iniciar, ante cualquier tribunal judicial o administrativo, de conformidad con la legislación de una



Parte Contratante u otros procedimientos de solución de controversias, cualquier procedimiento con respecto
a la medida de la Parte Contratante contendiente que constituya un supuesto incumplimiento de este Acuerdo.

(7) Un inversionista contendiente que sea propietario o tenga bajo su control una empresa de la otra Parte
Contratante, podrá someter una reclamación a arbitraje en nombre propio, por una pérdida o daño a su
participación en dicha empresa, solamente si tanto el inversionista como la empresa de la otra Parte
Contratante que sea de su propiedad o esté bajo su control, renuncian a su derecho de iniciar, ante cualquier
tribunal judicial o administrativo, conforme a la legislación de una Parte Contratante, u otros procedimientos de
solución de controversias, cualquier procedimiento con respecto a la medida de la Parte Contratante
contendiente que constituya un supuesto incumplimiento del presente Acuerdo.

(8) Un inversionista contendiente podrá someter una reclamación a arbitraje, en representación de una
empresa de la otra Parte Contratante que sea propiedad o esté controlada por dicho inversionista, únicamente
si tanto el inversionista como la empresa manifiestan su consentimiento al arbitraje, conforme a los
procedimientos establecidos en este Acuerdo y renuncian a su derecho a iniciar, ante cualquier tribunal
judicial o administrativo, de conformidad con la legislación de una Parte Contratante, u otros procedimientos
de solución de controversias, cualquier procedimiento con respecto a la medida de la Parte Contratante
contendiente que sea un supuesto incumplimiento de este Acuerdo.

(9) Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos (6), (7) y (8) de este Artículo, el inversionista que someta
una reclamación a arbitraje, podrá iniciar procedimientos en los que se solicite la aplicación de medidas
precautorias de carácter suspensivo, declarativo o extraordinario, que no impliquen el pago de daños ante el
tribunal administrativo o judicial, de conformidad con la legislación de la Parte Contratante contendiente.

(10) El consentimiento y la renuncia requeridos por este Artículo deberán manifestarse por escrito, ser
entregados a la Parte Contratante contendiente e incluidos en el sometimiento de la reclamación a arbitraje.

(11) Las reglas de arbitraje aplicables regirán el arbitraje, excepto en la medida de lo modificado por
esta Sección.

(12) Una controversia podrá ser sometida a arbitraje en el caso de que el inversionista haya entregado
notificación por escrito de su intención de someter una reclamación a arbitraje, a la Parte Contratante que es
parte en la controversia, por lo menos noventa (90) días antes de la presentación de la reclamación a arbitraje
y siempre y cuando no haya transcurrido un plazo mayor a tres (3) años, contados a partir de la fecha en que
el inversionista o la empresa de la otra Parte Contratante que sea propiedad o esté controlada por dicho
inversionista, tuvo por primera vez o debió haber tenido conocimiento de los hechos que dieron lugar a la
controversia.

(13) La notificación a que se refiere el párrafo 12, especificará:
(a) el nombre y domicilio del inversionista contendiente y, en caso de que la reclamación se realice

por un inversionista de una Parte en representación de una empresa, el nombre y domicilio de
la empresa;

(b) las disposiciones de este Acuerdo que presuntamente hayan sido incumplidas y cualquier otra
disposición relevante;

(c) las consideraciones de hecho y de derecho en que se funda la reclamación; y
(d) la reparación que se solicita y el monto aproximado de los daños reclamados.

ARTICULO 9
Consentimiento de la Parte Contratante

Cada Parte Contratante otorga su consentimiento incondicional al sometimiento de una controversia a
arbitraje internacional de conformidad con esta Sección.

ARTICULO 10
Integración del Tribunal Arbitral

(1) Salvo que las partes contendientes acuerden otra cosa, el tribunal arbitral se integrará por tres
miembros. Cada parte en la controversia designará un miembro y las partes contendientes nombrarán de
común acuerdo a un tercer miembro como presidente del tribunal.

(2) Los miembros de los tribunales arbitrales deberán tener experiencia en derecho internacional y en
materia de inversión.

(3) Si un tribunal arbitral no ha sido constituido dentro de un término de noventa (90) días, contados a
partir de la fecha en que la reclamación fue sometida a arbitraje, ya sea debido a que alguna de las partes
contendientes no hubiera nombrado a alguno de los miembros o no hubiera acuerdo en el nombramiento del



presidente del tribunal, a petición de cualquiera de las partes contendientes, se solicitará al Secretario General
del CIADI, que designe a su discreción, al miembro o miembros aún no designados. No obstante, en la
designación del presidente del tribunal, el Secretario General del CIADI se asegurará que el presidente no sea
nacional de alguna de las Partes Contratantes.

ARTICULO 11
Acumulación

(1) Un tribunal de acumulación establecido conforme a este Artículo se instalará según lo establecido por
las Reglas de Arbitraje de la CNUDMI y procederá de conformidad con dichas Reglas, salvo por lo dispuesto
en esta Parte.

(2) Los procedimientos se acumularán en los siguientes casos:
(a) cuando un inversionista presente una reclamación a arbitraje en representación de una

empresa que sea de su propiedad o esté controlada por dicho inversionista y, simultáneamente,
otro inversionista u otros inversionistas que tengan participación en dicha empresa, pero no
tengan el control de la misma, sometan reclamaciones por cuenta propia como consecuencia
del mismo incumplimiento a este Acuerdo; o

(b) cuando se sometan a arbitraje dos o más reclamaciones derivadas de consideraciones
comunes de hecho y de derecho.

(3) El tribunal de acumulación resolverá sobre la jurisdicción a la que habrán de someterse las
reclamaciones y examinará conjuntamente dichas reclamaciones, salvo que determine que los intereses de
alguna de las partes contendientes se vean seriamente perjudicados.

ARTICULO 12
Lugar de Arbitraje

Cualquier arbitraje conforme a esta Sección deberá, a petición de cualquiera de las partes contendientes,
realizarse en un Estado que sea parte de la Convención de Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y
Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras (la Convención de Nueva York). Las reclamaciones
sometidas a arbitraje conforme a esta Sección, se considerarán derivadas de una relación u operación
comercial para los efectos del Artículo 1 de la Convención de Nueva York.

ARTICULO 13
Indemnización

Una Parte Contratante no aducirá como defensa, reconvención, derecho de compensación o por cualquier
otra razón, que la indemnización u otra compensación, respecto de la totalidad o parte de las presuntas
pérdidas o daños, ha sido recibida o habrá de recibirse por el inversionista, conforme a una indemnización,
garantía o contrato de seguro.

ARTICULO 14
Derecho Aplicable

(1) Un tribunal establecido de conformidad con este Mecanismo de Solución de Controversias decidirá las
cuestiones presentadas en controversia, de conformidad con este Acuerdo y las reglas y principios aplicables
del derecho internacional.

(2) Una interpretación que formulen de común acuerdo las Partes Contratantes sobre una disposición del
presente Acuerdo, será obligatoria para cualquier tribunal establecido de conformidad con este Mecanismo de
Solución de Controversias.

ARTICULO 15
Laudos y Ejecución

(1) Los laudos arbitrales pueden tomar las siguientes formas de resolución:
(a) una declaración de que la Parte Contratante ha incumplido con sus obligaciones de

conformidad con este Acuerdo;
(b) indemnización pecuniaria;
(c) restitución en especie, en casos apropiados, salvo que la Parte Contratante pague en su lugar

indemnización pecuniaria, cuando la restitución no sea factible; y
(d) con el acuerdo de las partes contendientes, cualquier otra forma de resolución.

(2) Los laudos arbitrales serán definitivos y obligatorios solamente respecto de las partes contendientes, y
solamente con respecto al caso en particular.

(3) El laudo arbitral será publicado únicamente si existe un convenio por escrito de ambas
partes contendientes.



(4) Un tribunal arbitral no podrá ordenar a una Parte Contratante el pago de daños punitivos.
(5) Cada Parte Contratante tomará, en su territorio, las medidas necesarias para la efectiva ejecución del

laudo, de acuerdo con lo establecido por este Artículo y acatará sin demora cualquier laudo emitido en un
procedimiento del cual sea parte.

(6) Un inversionista podrá recurrir a la ejecución de un laudo arbitral, conforme al Convenio del CIADI o a
la Convención de Nueva York, si ambas Partes Contratantes son parte de dichos instrumentos.

(7) La parte contendiente no podrá exigir el cumplimiento del laudo definitivo hasta que:

(a) en el caso de un laudo definitivo pronunciado conforme al Convenio del CIADI:
(i) hayan transcurrido ciento veinte días desde la fecha del pronunciamiento del laudo y

ninguna de las partes contendientes haya solicitado la revisión o anulación del mismo, o

(ii) los procedimientos de revisión o anulación hayan concluido; y
(b) en el caso de un laudo definitivo pronunciado conforme al Mecanismo Complementario del

CIADI o las Reglas de Arbitraje de la CNUDMI:
(i) hayan transcurrido tres meses desde la fecha del pronunciamiento del laudo y ninguna de

las partes contendientes haya comenzado un procedimiento de revisión, para dejar sin
efectos o anular el laudo, o

(ii) un tribunal haya desestimado una solicitud para revisar, dejar sin efectos o anular el laudo
y no exista ulterior recurso, o

(iii) un tribunal haya autorizado una solicitud para revisar, dejar sin efectos o anular el laudo y
los procedimientos hayan concluido sin que exista ulterior recurso.

(8) Si una Parte Contratante contendiente incumple o no acata un laudo definitivo, ante la presentación de
una solicitud de la Parte Contratante cuyo inversionista fue parte en el arbitraje, podrá constituirse un tribunal
arbitral de conformidad con el Artículo 16. La Parte Contratante que hiciere la solicitud podrá exigir en
tales procedimientos:

(a) una determinación en el sentido de que el incumplimiento o desacato a los términos del laudo
definitivo es contrario a las obligaciones de este Acuerdo, y

(b) una recomendación en el sentido de que la Parte cumpla o acate el laudo definitivo.
SEGUNDA SECCION

Solución de Controversias entre las Partes Contratantes
ARTICULO 16

Solución de Controversias entre las Partes Contratantes
(1) Las controversias entre las Partes Contratantes sobre la interpretación o aplicación del presente

Acuerdo deberán, en la medida de lo posible, ser dirimidas por consultas, a través de los canales diplomáticos
correspondientes.

(2) Si la controversia no pudiera ser resuelta dentro del término de seis (6) meses, se someterá, a solicitud
de alguna de las Partes Contratantes, ante un tribunal arbitral ad hoc de conformidad con lo dispuesto en este
Artículo.

(3) El Tribunal Arbitral deberá ser constituido para cada caso en particular de la siguiente manera: dentro
del término de dos (2) meses contados a partir de la recepción de la solicitud de arbitraje, cada Parte
Contratante deberá designar a un miembro del Tribunal. Los dos miembros deberán entonces seleccionar a
un nacional de un tercer Estado, quien con la aprobación de las dos Partes Contratantes, será designado
como Presidente del Tribunal. El Presidente deberá ser designado dentro del término de dos (2) meses
contados partir de la fecha de la designación de los otros dos miembros.

(4) Si dentro de los periodos especificados en el párrafo (3) de este Artículo, las designaciones necesarias
no han sido realizadas, cualquier Parte Contratante podrá solicitar al Presidente de la Corte Internacional de
Justicia que realice las designaciones necesarias. Si el Presidente es un nacional de cualquier Parte
Contratante, o se encuentra impedido para desempeñar dicha función, el Vice-Presidente será invitado a
hacer las designaciones necesarias. Si el Vice-Presidente también es un nacional de cualquier Parte
Contratante o se encuentra impedido por alguna otra causa para desempeñar dicha función, el miembro de la
Corte Internacional de Justicia que siga inmediatamente en el orden jerárquico y que no sea nacional de
alguna de las Partes Contratantes, será invitado a realizar las designaciones.



(5) El Tribunal Arbitral tomará sus decisiones por mayoría de votos. Dicha decisión será final y obligatoria
para ambas Partes Contratantes.

(6) Cada Parte Contratante sufragará los gastos de su propio árbitro, así como los gastos por su
representación en los procedimientos arbitrales. Los gastos del Presidente, así como cualquier otro gasto,
serán sufragados en partes iguales por ambas Partes Contratantes.

(7) El tribunal arbitral decidirá las controversias de conformidad con este Acuerdo y con las reglas y los
principios del derecho internacional aplicables. El tribunal arbitral establecerá su propio procedimiento.

CAPITULO III
DISPOSICIONES FINALES

ARTICULO 17
Aplicación de otras Reglas

(1) En caso de que una materia se encuentre regulada simultáneamente, por el presente Acuerdo y por
otro acuerdo internacional del cual las Partes Contratantes sean parte, o por los principios generales de
derecho internacional, nada de lo dispuesto en el presente Acuerdo impedirá a cualquier Parte Contratante o a
alguno de sus inversionistas que realicen inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante, invocar
cualquiera de las disposiciones que les resulten más favorables para su caso.

(2) Si el trato otorgado por una Parte Contratante de conformidad con su legislación a los inversionistas de
la otra Parte Contratante, es más favorable que el otorgado por este Acuerdo, deberá otorgarse el trato que
resultare más favorable.

ARTICULO 18
Aplicación del Acuerdo

El Acuerdo se aplicará a todas las inversiones, sean anteriores o posteriores a su entrada en vigor, pero
no será aplicable a ninguna controversia en materia de inversiones que hubiera surgido con anterioridad a la
entrada en vigor del Acuerdo.

ARTICULO 19
Entrada en vigor, duración y terminación

(1) El presente Acuerdo entrará en vigor treinta (30) días después de la fecha en la que las Partes
Contratantes se notifiquen respectivamente, el cumplimiento de requisitos para la entrada en vigor del mismo.

(2) El presente Acuerdo tendrá una vigencia de un periodo inicial de diez (10) años y permanecerá en
vigor indefinidamente, salvo que alguna de las Partes Contratantes notifique a la otra Parte Contratante, por
escrito y con un año de anticipación, su intención de dar por terminado el Acuerdo.

(3) Con respecto a las inversiones realizadas con anterioridad a la fecha de terminación de este Acuerdo,
las disposiciones de los Artículos 1 a 18 de este Acuerdo, continuarán en vigor por un periodo de diez (10)
años posterior a la fecha de terminación.

(4) El presente Acuerdo podrá ser revisado con el mutuo consentimiento de las Partes Contratantes.
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los suscritos, debidamente autorizados por sus respectivos Gobiernos,

han firmado este Acuerdo.
HECHO por duplicado en la ciudad de Bandar Seri Begawan, Brunei Darussalam, el catorce de noviembre

de dos mil, en los idiomas español, coreano e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso
de cualquier divergencia en la interpretación, prevalecerá el texto en inglés.- Por el Gobierno de los Estados
Unidos Mexicanos: La Secretaria de Relaciones Exteriores, Rosario Green.- Rúbrica.- El Secretario
de Comercio y Fomento Industrial, Herminio Blanco Mendoza.- Rúbrica.- Por el Gobierno de la República de
Corea: El Ministro de Relaciones Exteriores y Comercio, Lee Joung-binn.- Rúbrica.

PROTOCOLO
En el acto de la firma del Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones entre el

Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República de Corea, los suscritos han
acordado adicionar las siguientes disposiciones, que se considerarán como parte integral de dicho Acuerdo.

Ad Artículo 6.
En caso de un desequilibrio fundamental en la balanza de pagos o de una amenaza del mismo, los

Estados Unidos Mexicanos podrán temporalmente restringir las transferencias, siempre y cuando los Estados
Unidos Mexicanos instrumenten medidas o un programa de acuerdo con estándares internacionales.
Estas restricciones se impondrán sobre bases equitativas, no discriminatorias y de buena fe.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los suscritos, debidamente autorizados por sus respectivos Gobiernos,
han firmado este Acuerdo.



HECHO por duplicado en la ciudad de Bandar Seri Begawan, Brunei Darussalam, el catorce de noviembre
de dos mil, en los idiomas español, coreano e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso
de cualquier divergencia en la interpretación, prevalecerá el texto en inglés.- Por el Gobierno de los Estados
Unidos Mexicanos: La Secretaria de Relaciones Exteriores, Rosario Green.- Rúbrica.- El Secretario
de Comercio y Fomento Industrial, Herminio Blanco Mendoza.- Rúbrica.- Por el Gobierno de la República de
Corea: El Ministro de Relaciones Exteriores y Comercio, Lee Joung-binn.- Rúbrica.

La presente es copia fiel y completa en español del Acuerdo entre el Gobierno de los Estados Unidos
Mexicanos y el Gobierno de la República de Corea para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones,
firmado en Bandar Seri Begawan, Brunei Darussalam, el catorce de noviembre de dos mil.

Extiendo la presente, en veintiún páginas útiles, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el seis de junio
de dos mil dos, a fin de incorporarla al Decreto de Promulgación respectivo.- Conste.- Rúbrica.


